
República de Colombia
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible

AUTORIDAD NACIONAL DE LICENCIAS AMBIENTALES 
- ANLA –

AUTO N°   08683
( 07 de septiembre de 2020 )

“Por el cual se avoca conocimiento de unas actuaciones administrativas remitidas por el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible - MADS”

LA COORDINADORA DEL GRUPO DE CARIBE - PACIFICO DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE 
LICENCIAS AMBIENTALES – ANLA-

En ejercicio de las facultades otorgadas por la Ley 99 de 1993, el Decreto 3573 del 27 de septiembre 
de 2011, el Decreto 1076 de 2015, el artículo décimo del Decreto 376 del 11 de marzo de 

2020, y las Resoluciones 414 y 415 del 12 de marzo, y 

CONSIDERANDO:

Que mediante Resolución 295 del 20 de febrero de 2007, el entonces Ministerio de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial - MAVDT asumió temporalmente el conocimiento, actual y posterior de los 
asuntos de la Corporación Autónoma Regional del Cesar - CORPOCESAR, relacionados con las 
licencias ambientales, los planes de manejo ambiental, los permisos, las concesiones y demás 
autorizaciones ambientales de los proyectos carboníferos que se encuentran en el centro del 
Departamento del Cesar, en particular de los Municipios de la Jagua de Ibirico, El Paso, Becerril, 
Chiriguaná, Agustín Codazzi y Tamalameque, para su evaluación, control y seguimiento ambiental.

Que mediante Resolución 2375 de 18 de diciembre de 2008, el Ministerio estableció a las Sociedades 
Mineras CARBONES DE LA JAGUA - CDJ, CONSORCIO MINERO UNIDO - CMU y CARBONES EL 
TESORO - CET, un Plan de Manejo Ambiental Unificado en desarrollo de la actividad de Operación 
Integrada de los contratos mineros 285/95 (CDJ), 132/92 (CET), 109/90 (CMU) y DKP-141 (CDJ) y 
sus actividades conexas. 

Que mediante Resolución 2539 de 17 de diciembre de 2009, el Ministerio modificó el artículo segundo 
de la Resolución 2375 del 18 de diciembre 2008, en el sentido de incluir dentro del referido Plan de 
Manejo Ambiental Unificado, el contrato HKT-08031. 

Que por medio de la Resolución 1288 del 29 de junio de 2011, el Ministerio otorgó a la operación 
conjunta, concesión de aguas superficiales procedentes del Pit Sur del complejo minero ubicado 
dentro del predio Santa Cruz.

Que a través de la Resolución 565 del 18 de julio de 2012, la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales modificó el Plan de Manejo Ambiental, en el sentido de aprobar el plan de mejoramiento 
de la calidad del aire en la zona minera del centro del Cesar.

Que mediante Resolución 708 del 28 de agosto de 2012, la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales – ANLA, modificó la Resolución 2375 del 18 de diciembre de 2008, en el sentido de incluir 
al Plan de Manejo Ambiental Unificado, los permisos, autorizaciones y/o concesiones para el uso y 
aprovechamiento de los recursos naturales renovables. 
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Que mediante Resolución 1229 del 5 de diciembre de 2013, la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales – ANLA, aclaró la Resolución 708 del 28 de agosto de 2012 en el sentido que la inclusión 
efectuada al Plan de Manejo Ambiental Unificado -PMAU-, de los permisos, autorizaciones y/o 
concesiones otorgados para el uso y aprovechamiento de los recursos naturales renovables, en 
desarrollo de la actividad de operación integrada del proyecto minero bajo los contratos mineros 
285/95 (CDJ), 132/92 (CET), 109/90 (CMU) y DKP-141 (CDJ) y sus actividades conexas, comprende 
la totalidad de los mismos. 

Que mediante Resolución 689 de junio 27 de 2014, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
impuso medidas adicionales relacionadas con el manejo de voladuras, emisiones atmosféricas, 
material particulado y ruido, acogiendo el Concepto Técnico 9173 de 2014.

Que mediante Resolución 1199 del 15 de octubre de 2014, la ANLA resolvió un recurso de reposición 
interpuesto contra la Resolución 689 del 8 de septiembre de 2014, modificando algunos plazos y 
confirmando otros.

Que mediante Resolución 1554 de 19 de diciembre de 2014, la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales – ANLA modificó el Plan de Manejo Ambiental Unificado del proyecto operación Conjunta, 
en el sentido de establecer que a partir del año 2015 y en adelante, las sociedades CARBONES DE 
LA JAGUA - CDJ, CONSORCIO MINERO UNIDO - CMU y CARBONES EL TESORO — CET, titulares 
de Operación Integrada de los contratos mineros 285/95 (CDJ), 132/92 (CET), 109/90 (CMU), DKP-
141 (CDJ) y HKT-08031, presentarán en un mismo y único Informe de Cumplimiento Ambiental ICA 
anual, el reporte de cumplimiento de las obligaciones derivadas del Plan de Manejo Ambiental, así 
como las derivadas de la totalidad de los permisos, autorizaciones y concesiones otorgadas para el 
desarrollo del proyecto. 

Que mediante comunicación con radicado VITAL 2018029000-1-000 y radicación ANLA 
20180290006-1-000 del 13 de marzo de 2018, las sociedades Carbones de la Jagua S.A., Consorcio 
Minero Unido S.A., y Carbones El Tesoro S.A., remitieron copia de la Resolución 191 del 8 de febrero 
de 2018, expedida por la Dirección de Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS, donde se concede el levantamiento parcial de la veda 
nacional de especies pertenecientes a los grupos taxonómicos bromelias, orquídeas, hepáticas, 
musgos y líquenes, que serán intervenidas con ocasión al proyecto “Operación Conjunta Mina La 
Jagua”.

Que mediante Resolución 1343 del 9 de julio de 2019, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
– ANLA modificó el Plan de Manejo Ambiental Unificado establecido a las sociedades Carbones de la 
Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A., y Carbones El Tesoro S.A., establecido mediante 
Resolución 2375 del 18 de diciembre de 2008 y sus modificaciones, en el sentido de autorizar unas 
obras, infraestructura y actividades para el rediseño y avance del proyecto. Así mismo, se estableció 
la Zonificación de Manejo Ambiental, se negó un Permiso de Aprovechamiento Forestal Único y se 
actualizó el área de influencia del proyecto, la Zonificación de Manejo Ambiental y las fichas del Plan 
de Manejo Ambiental de los medios abiótico y Socioeconómico. 

Que mediante Resolución 1173 del 8 de julio de 2020, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales 
– ANLA modificó el Plan de Manejo Ambiental Unificado -PMAU establecido mediante la Resolución 
2375 del 18 de diciembre del 2008 y sus modificaciones, a favor de las Sociedades Carbones de La 
Jagua S.A. (CDJ), Consorcio Minero Unido S.A. (CMU) y Carbones El Tesoro S.A. (CET), en el sentido 
de incluir como parte de las obras y actividades autorizadas ambientalmente para el desarrollo del 
proyecto de “Explotación Integrada del Flanco Occidental del Sinclinal Carbonífero de la Jagua de 
Ibirico", la ocupación de cauce del río Tucuy en un tramo de 276 m, localizado en el sector Nor - 
Occidental del proyecto minero, contiguo a las lagunas de sedimentación cercanas al retrollenado 
Norte, en la margen izquierda del río Tucuy. 
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Que mediante oficio con radicado 2020134914-1-000 del 19 de agosto de 2020, el Director de 
Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible-
MADS, remitió a esta Autoridad Nacional, los expedientes ATV0619 y ATV0487, dentro de los cuales 
obran las siguientes autorizaciones: 

- Expediente ATV0619, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a través de 
Resolución 191 del 8 de febrero de 2018, concedió el levantamiento parcial de la veda 
nacional de especies pertenecientes a los grupos taxonómicos bromelias, orquídeas, 
hepáticas, musgos y líquenes, que serán intervenidas como consecuencia de la remoción de 
la cobertura vegetal en desarrollo del proyecto "Área cuatrocientos cincuenta y tres punto 
noventa y dos hectáreas, localizada en el Flanco Suroriental, Sur, Occidental y Norte del tajo 
de explotación minera de la Operación Integrada La Jagua", a favor de las Sociedades 
Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A.

- Expediente ATV0487, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, mediante Resolución 
1071 del 7 de junio de 2017, levantó de manera parcial la veda nacional de las especies 
pertenecientes a los grupos taxonómicos de Musgos, Hepáticas y Líquenes, que se afectarán 
con la remoción de la cobertura vegetal, con ocasión al proyecto “Explotación de la Mina La 
Jagua”, a favor de las Sociedades Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. 
y Carbones El Tesoro S.A.

COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD NACIONAL DE LICENCIAS AMBIENTALES - ANLA 

En ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas en los literales d), e) y f), del artículo 18 de la 
Ley 1444 de 2011, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 3573 del 27 de septiembre de 2011, y creó 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA.
 
El Decreto 1076 de 2015 en su Artículo 2.2.2.3.9.1 establece en su parágrafo 1º que “La autoridad 
ambiental que otorgó la licencia ambiental o estableció el plan de manejo ambiental respectivo, será 
la encargada de efectuar el control y seguimiento a los proyectos, obras o actividades autorizadas”.
 
Por medio del artículo décimo del Decreto 376 del 11 de marzo de 2020, “Por el cual se modifica la 
estructura de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales -ANLA”, el Ministro de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, dispuso la escisión de la Subdirección de Evaluación y Seguimiento y la 
creación de la Subdirección de Seguimiento de Licencias Ambientales, la cual, de acuerdo al numeral 
primero del mencionado artículo, tiene la función de realizar el control y seguimiento a los proyectos, 
obras o actividades que cuenten con licencia ambiental.
 
Mediante la Resolución 414 del 12 marzo de 2020 “Por la cual se adopta el Manual Específico de 
Funciones y de Competencias Laborales para los empleos de la planta de personal de la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales – ANLA”, le fue asignada al profesional especializado código 2028 
grado 24 la función de elaborar, revisar y/o suscribir los actos administrativos requeridos en los 
procesos de seguimiento de licencias ambientales y otros instrumentos de manejo y control ambiental 
de competencia de la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, conforme a la normativa 
vigente y a las instrucciones y requerimientos establecidos por la respectiva dependencia.

Mediante la Resolución 415 del 12 de marzo de 2020, se crean los grupos internos de trabajo de la 
Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, señalando en el numeral 6 de su artículo décimo 
cuarto que le fue asignada a los grupos de la Subdirección de Seguimiento de Licencias Ambientales, 
la función de suscribir los actos administrativos mediante los cuales se avoca conocimiento del trámite 
de proyectos, de acuerdo con su competencia, la normativa vigente y procedimientos establecidos.
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A través de Resolución 662 del 14 de abril de 2020, el Director de la Autoridad Nacional de Licencias 
Ambientales - ANLA, nombró a la ingeniera Laura Edith Santoyo Naranjo, en el empleo de libre 
nombramiento y remoción de Profesional Especializado, código 2028, grado 24, adscrito a la 
Subdirección de Seguimiento de Licencias Ambientales de la planta de personal de la Autoridad 
Nacional de Licencias Ambientales.

Por medio de la Resolución 741 de 22 de abril de 2020, la Subdirectora Administrativa y Financiera de 
la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales designó a la servidora pública Laura Edith Santoyo 
Naranjo, Profesional Especializada, código 2028, grado 24, de la planta de personal de la ANLA, como 
Coordinadora del Grupo de Caribe – Pacífico de la Subdirección de Seguimiento de la ANLA. 

FUNDAMENTOS LEGALES Y CONSIDERACIONES JURÍDICAS DE LA AUTORIDAD NACIONAL 
DE LICENCIAS AMBIENTALES – ANLA.

La Constitución Política de Colombia en el Capítulo Tercero del Título Segundo denominado “De los 
derechos, las garantías y los deberes”, incluyó los derechos colectivos y del ambiente, o también 
llamados derechos de tercera generación, con el fin de regular la preservación del ambiente y de sus 
recursos naturales, comprendiendo el deber que tienen el Estado y sus ciudadanos de realizar todas 
las acciones para protegerlo, e implementar aquellas que sean necesarias para mitigar el impacto que 
genera la actividad antrópica sobre el entorno natural. 

En relación con la protección del medio ambiente, la Carta Política establece que es obligación del 
Estado y de las personas, proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación (Art. 8º); en el 
mismo sentido, se señala que es deber de la persona y del ciudadano proteger los recursos culturales 
y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano (Art. 95); y establece 
adicionalmente, la Carta Constitucional que todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente 
sano, y es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines (Art. 79). 

Así mismo, por mandato constitucional le corresponde al Estado planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, 
restauración o sustitución. Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, 
imponiendo las sanciones legales y exigiendo la reparación de los daños causados (Art. 80).

Del control y seguimiento ambiental. 

En lo que respecta al régimen jurídico aplicable a la presente actuación, se encuentra procedente 
cumplir con las prerrogativas establecidas en el Decreto 1076 de 2015, “por medio del cual se expide 
el Decreto Único Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo sostenible”, cuyo objeto es compilar 
la normatividad expedida por el Gobierno Nacional en el ejercicio de las facultades reglamentarias 
conferidas por el numeral 11° del artículo 189 de la Constitución Política, para la cumplida ejecución 
de las leyes del sector Ambiente. 

Ahora bien, el artículo 3.1.2 de la Parte 1 del Libro 3 del citado decreto, señala que el mismo rige a 
partir de su publicación en el Diario Oficial, hecho acaecido el 26 de mayo de 2015 en razón a la 
publicación efectuada en el Diario Oficial 49523. 

Dispone el último Decreto en cita en su artículo 2.2.2.3.9.1, que es función de la Autoridad Ambiental, 
realizar el control y seguimiento a los proyectos, obras o actividades sujetos a Licencia Ambiental o 
Plan de Manejo Ambiental, dentro de las cuales se encuentran las actividades sometidas al régimen 
legal de permisos, concesiones y/o autorizaciones ambientales para el uso y aprovechamiento de 
recursos naturales en beneficio de proyectos mineros, como en el presente caso, durante todas sus 
fases de construcción, operación, desmantelamiento o abandono. 
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Dicha gestión de seguimiento y control permite a la Autoridad Ambiental conocer el estado de 
cumplimiento de las obligaciones a cargo del titular del instrumento de manejo y control ambiental, así 
como del respectivo Plan de Manejo Ambiental-PMA, y los actos administrativos expedidos debido al 
proyecto, lo que conlleva a efectuar los requerimientos a que haya lugar.

CONSIDERACIONES JURIDICAS 

Por medio del Decreto 2106 del 22 de noviembre de 2019 del Departamento Administrativo de la 
Función Pública, se dictaron normas para simplificar, suprimir y reformar trámites, procesos y 
procedimientos innecesarios existentes en la administración pública. En su artículo 125, se 
establecieron los requisitos únicos del permiso o licencia ambiental y en el parágrafo transitorio, 
dispuso: 

“ARTÍCULO 125. REQUISITOS ÚNICOS DEL PERMISO O LICENCIA AMBIENTAL. Las personas 
naturales y jurídicas deberán presentar la solicitud de concesión, autorización, permiso o licencia 
ambiental, según el caso, cumpliendo los requisitos establecidos en la legislación nacional. En 
consecuencia, las autoridades ambientales no podrán exigir requisitos adicionales a los previstos en 
el Decreto Ley 2811 de 1974, Ley 99 de 1993 y demás disposiciones reglamentarias en materia 
ambiental. 

(…)

PARÁGRAFO 2o. Para el desarrollo o ejecución de proyectos, obras o actividades que requieran 
licencia, permiso, concesión o autorización ambiental y demás instrumentos de manejo y control 
ambiental que impliquen intervención de especies de la flora silvestre con veda nacional o regional, 
la autoridad ambiental competente, impondrá dentro del trámite de la licencia, permiso, concesión o 
autorización ambiental y demás instrumentos de manejo y control ambiental, las medidas a que haya 
lugar para garantizar la conservación de las especies vedadas, por lo anterior, no se requerirá 
adelantar el trámite de levantamiento parcial de veda que actualmente es solicitado.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, con el fin de 
garantizar la conservación de las especies objeto de veda nacional o regional, ajustará, en lo que 
corresponda, los formatos únicos ambientales. Entre tanto, las autoridades ambientales competentes 
establecerán las medidas a que haya lugar para garantizar la conservación de estas especies. 

(…)

Los expedientes administrativos que a la entrada en vigencia del presente decreto se 
encuentren en verificación del cumplimiento de las medidas de manejo para la conservación 
de las especies de flora silvestre vedadas, deberán ser remitidos en el estado en que se 
encuentren, a la respectiva autoridad ambiental competente, para su seguimiento dentro del 
trámite de la respectiva licencia, permiso, concesión o autorización ambiental y demás 
instrumentos de manejo y control ambiental. 

(…)” (Negrilla fuera del texto original)

En virtud de lo anterior, mediante Circular 820122378 del 2 de diciembre de 2019, el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS, aclaró aspectos sobre la aplicabilidad del parágrafo 
segundo y del parágrafo transitorio del artículo 125 del Decreto 2106 de 2019, relacionado con las 
especies de flora silvestre sujetas a veda nacional y regional. 

En atención a las anteriores disposiciones el Director de Bosques, Biodiversidad y Servicios 
Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS, mediante comunicación 
con radicado 2020134914-1-000 del 19 de agosto de 2020, remitió a esta Autoridad Nacional los 
expedientes ATV0619 y ATV0487, dentro de los cuales obran las Resoluciones 191 del 8 de febrero 
de 2018 y 1071 del 7 de junio de 2017, por medio de las cuales se levantan de manera parcial las 
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vedas de las especies pertenecientes a los grupos taxonómicos bromelias, orquídeas, hepáticas, 
musgos y líquenes, que se afectaran como consecuencia de la remoción de la cobertura vegetal en 
desarrollo del proyecto "Área cuatrocientos cincuenta y tres punto noventa y dos hectáreas, localizada 
en el Flanco Suroriental, Sur, Occidental y Norte del tajo de explotación minera de la Operación 
Integrada La Jagua", y la “Explotación de la Mina La Jagua”, respectivamente, a favor de las 
Sociedades Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A.

Con base en la documentación remitida, se crearon los expedientes ATV0619-00-2020 y ATV0487-
00-2020, los cuales quedarán asociados al expediente LAM1203 de ANLA. Por mandato legal, es 
función de esta Autoridad Nacional, entonces, una vez quede en firme el presente acto administrativo, 
realizar seguimiento, dentro del instrumento de manejo y control ambiental del proyecto, de las 
obligaciones derivadas del levantamiento de veda ya referido en párrafos precedentes, con arreglo al 
artículo 125 del Decreto 2106 de 2019.

Por otra parte, es válido indicar que el artículo 209 de la Carta Política, consagra que la función 
administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante 
la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones; así mismo, el artículo tercero 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo Ley 1437 de 2011, 
establece los principios orientadores de las actuaciones administrativas, especialmente, en los 
principios de celeridad y eficacia, a saber: 

“Artículo 3°. Principios. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las disposiciones que 
regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los principios consagrados en la 
Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las leyes especiales. 

Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad. 

(…) 

10. En virtud del principio de coordinación, las autoridades concertarán sus actividades con las de otras 
instancias estatales en el cumplimiento de sus cometidos y en el reconocimiento de sus derechos a 
los particulares.

11. En virtud del principio de eficacia, las autoridades buscarán que los procedimientos logren su 
finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitarán decisiones 
inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las irregularidades 
procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la 
actuación administrativa. 

(…) 

13. En virtud del principio de celeridad, las autoridades impulsarán oficiosamente los procedimientos, 
e incentivarán el uso de las tecnologías de la información y las comunicaciones, a efectos de que los 
procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones 
injustificadas.

Así las cosas, la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, tiene el deber de garantizar la 
materialización de los principios mencionados, entre otros como el de la legalidad y la responsabilidad, 
en aras del bien común y en defensa de los derechos colectivos, conforme al procedimiento 
administrativo señalado para cada tramite y para el caso específico, tales principios se aplican para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en el parágrafo transitorio del artículo 125 del Decreto 2106 del 22 de 
noviembre de 2019 y conforme las facultades legales otorgadas a esta Autoridad. 
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Por lo anteriormente expuesto, se avocará conocimiento de los expedientes ATV0619 y ATV0487 
remitidos por la Dirección de Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS, mediante oficio con radicación 2020134914-1-000 del 19 
de agosto de 2020, contentiva de las Autorizaciones de levantamiento de manera parcial de veda de 
las especies pertenecientes a los grupos taxonómicos bromelias, orquídeas, hepáticas, musgos y 
líquenes, que se afectaron como consecuencia de la remoción de la cobertura vegetal en desarrollo 
del proyecto "Área cuatrocientos cincuenta y tres punto noventa y dos hectáreas, localizada en el 
Flanco Suroriental, Sur, Occidental y Norte del tajo de explotación minera de la Operación Integrada 
La Jagua", y la “Explotación de la Mina La Jagua”, respectivamente, a favor de las Sociedades 
Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A.

Finalmente, es pertinente señalar que contra el presente Auto que avoca conocimiento no procede 
recurso alguno, de acuerdo con lo establecido en el artículo 75 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, teniendo en cuenta que se trata de un acto 
administrativo de trámite. 

En mérito de lo anterior,

DISPONE:

ARTÍCULO PRIMERO. Avocar conocimiento de las actuaciones administrativas remitidas por la 
Dirección de Bosques, Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible – MADS, obrantes en los expedientes ATV0619 y ATV0487, presentados mediante 
comunicación con radicado 2020134914-1-000 del 19 de agosto de 2020, contentivo del levantamiento 
de manera parcial de la veda de las especies pertenecientes a los grupos taxonómicos bromelias, 
orquídeas, hepáticas, musgos y líquenes, que se afectaron como consecuencia de la remoción de la 
cobertura vegetal en el desarrollo del proyecto "Área cuatrocientos cincuenta y tres punto noventa y 
dos hectáreas, localizada en el Flanco Suroriental, Sur, Occidental y Norte del tajo de explotación 
minera de la Operación Integrada La Jagua", y la “Explotación de la Mina La Jagua”, respectivamente, 
ubicado en los municipios de la Jagua de Ibirico y Becerril en el departamento del Cesar, a favor de 
las Sociedades Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A., 
como titulares del Plan de Manejo Ambiental establecido mediante la Resolución 2375 del 18 de 
diciembre del 2008 y sus modificaciones, con el fin de adelantar las actuaciones administrativas a que 
haya lugar, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva del presente acto administrativo.

ARTÍCULO SEGUNDO. Las actuaciones administrativas remitidas por la Dirección de Bosques, 
Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible – MADS, 
harán parte de los expedientes ATV0619-00-2020 y ATV0487-00-2020, a nombre de las Sociedades 
Carbones de La Jagua S.A., Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A., asociados al 
expediente LAM1203, correspondiente a las actuaciones administrativas del Plan de Manejo 
Ambiental del proyecto de “Explotación Integrada del Flanco Occidental del Sinclinal Carbonífero de 
la Jagua de Ibirico", ubicado en los municipios de la Jagua de Ibirico y Becerril en el departamento del 
Cesar.

ARTÍCULO TERCERO. Por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales - ANLA, notificar, el 
contenido del presente acto administrativo al representante legal, o apoderado debidamente 
constituido o a la persona debidamente autorizada de las Sociedades Carbones de La Jagua S.A., 
Consorcio Minero Unido S.A. y Carbones El Tesoro S.A., de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
4 del Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. En el evento en que la notificación no pueda realizarse de forma 
electrónica, se seguirá el procedimiento previsto en los artículos 67 y 69 de la Ley 1437 de 2011.
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PARÁGRAFO SEGUNDO. En el evento en que el titular de la licencia o el permiso, según el caso, 
sea una persona natural que se acoja al proceso de insolvencia regulado por las normas vigentes, o 
se trate de una sociedad comercial o de una sucursal de sociedad extranjera que entre en proceso de 
disolución o régimen de insolvencia empresarial o liquidación regulados por las normas vigentes, 
informará inmediatamente de esta situación a esta Autoridad, con fundamento, entre otros, en los 
artículos 8, 58, 79, 80, 81, 95 numeral 8 de la Constitución Política de 1991, en la Ley 43 de 1990, en 
la Ley 222 de 1995, en la Ley 1333 de 2009 y demás normas vigentes y jurisprudencia aplicable. 
Adicional a la obligación de informar a esta Autoridad de tal situación, el titular de la licencia o permiso 
aprovisionará contablemente las obligaciones contingentes que se deriven de la existencia de un 
procedimiento ambiental sancionatorio conforme con el artículo 40 de la Ley 1333 de 2009 o la norma 
que la adicione, modifique o derogue.

ARTÍCULO CUARTO. Por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA -, comunicar el 
contenido del presente acto administrativo al Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible 
MADS y a la Corporación Autónoma Regional del Cesar – CORPOCESAR.

ARTÍCULO QUINTO. Por la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales – ANLA, publicar el 
presente acto administrativo en la gaceta ambiental de esta Entidad.

ARTÍCULO SEXTO. Contra el presente acto administrativo no procede recurso alguno, por tratarse 
de un acto de trámite, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 75 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE, PÚBLIQUESE Y CÚMPLASE

Dado en Bogotá D.C., a los 07 de septiembre de 2020

LAURA EDITH SANTOYO NARANJO
Coordinadora del Grupo De Caribe - Pacifico

Ejecutores
YARLEN EMILCEN PRADA 
MORENO
Contratista
 
 
Revisor / L�der
SARA NATALIA OROZCO ACUÑA
Contratista
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Nota: Este es un documento electrónico generado desde los Sistemas de Información de la ANLA. El original reposa en los 
archivos digitales de la Entidad.


